HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO

RADICACIÓN: 660013187001-2004-00727-01

INTERNO:     JHON FREDY LÓPEZ QUINTERO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, noviembre tres de dos mil cinco

                                                               Aprobado por Acta No. 573

                                                               Hora:  05:45 pm

Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno JHON FREDY LÓPEZ QUINTERO contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el día veintidós (22) de agosto de dos mil cinco (2005), por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Consideró el señor Juez de instancia que no era procedente conceder la rebaja de la décima (1/10) parte de la pena impuesta al señor LÓPEZ QUINTERO porque no se satisfacían a plenitud los requisitos contemplados en el inciso 2º del artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

En lo que hacía relación con el buen comportamiento, las actas señalaban que su conducta había sido buena y ejemplar, pero adolecía de los otros requisitos al no darse una efectiva colaboración con la justicia, acogimiento a la sentencia anticipada o confesión, sin dejar de tener en cuenta que tampoco había resarcido a las víctimas por los perjuicios ocasionados con el delito de homicidio –sic-, cuyo monto se estimó en el fallo impartido en contra del procesado.  

2.- RECURSO 

En el memorial mediante el cual el sentenciado manifiesta su disenso con la providencia contraria a sus intereses, señala que en lo que hace con la colaboración con la justicia y reparación a las víctimas, es un mico bien montado que se ha manejado con un criterio diferente al que realmente debe regir, en especial por cuanto el sólo hecho de estar recluido en una cárcel es suficiente castigo para un ser humano, que pierde todo: hogar, familia, hijos y muchas cosas.

En lo de la reparación a las víctimas aduce que lo habría hecho pues hubiera sido beneficioso para ambos. El error que cometió –del cual está arrepentido- lo hizo por física necesidad y por ello, no podía reparar. Se pregunta si estar encerrado no es suficiente reparación para la sociedad.

Solicita la revocatoria del auto interlocutorio y finaliza mencionando que nunca se acabará el hacinamiento en las cárceles porque hecha la ley, hecho el mico.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual abordará el análisis desde los siguientes aspectos: 

3.1.- Sobre la aplicación del descuento de pena contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

Siguiendo los criterios normales de interpretación de la ley, esta Sala se había pronunciado de manera negativa
, en lo que concernía con la pretendida aplicación general de la rebaja de una décima (1/10) parte de la pena impuesta mediante sentencias ejecutoriadas, referidas a otras conductas punibles diferentes a aquellas cometidas por los miembros de las organizaciones ilegales cuya reincorporación se busca con esta novísima legislación.

No obstante lo anterior, debe una vez más esta colegiatura ir más allá de tal interpretación literal y empeñarse en desentrañar la verdadera voluntad del legislador, con miras a realizar una aplicación sistemática de la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, que a la letra dice:

ARTÍCULO 70. REBAJA DE PENAS. Las personas que al momento de entrar en vigencia la presente ley cumplan penas por sentencia ejecutoriadas, tendrán derecho a que se les rebaje la pena impuesta en una décima parte. Exceptúese los condenados por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, lesa humanidad y narcotráfico.

 

Para la concesión y tasación del beneficio, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad tendrá en cuenta el buen comportamiento del condenado, su compromiso de no repetición de actos delictivos, su cooperación con la justicia y sus acciones de reparación a las víctimas.

Mirado con detenimiento el proceso de creación de esta disposición en las diversas etapas que debieron surtir los proyectos que sobre tal ley discutió el Congreso,  puede precisarse que en los pliegos originales presentados por el Gobierno y diferentes Congresistas, no existía una mención a tal rebaja de penas. La misma fue introducida en las sesiones adelantadas en las Comisiones Primeras Conjuntas, acompañada de otra referente al otorgamiento de estatus de sediciosos a quienes integraran los grupos por fuera de la ley; propuestas sobre las cuales se presentó ardua discusión y cuyo trámite fue además de peculiar, común para ambas proposiciones que al final salieron avante. Baste observar el informe de ponencia mediante el cual el senador JIMMY CHAMORRO CRUZ al pronunciarse sobre la apelación presentada con motivo de la decisión negativa de incluir tales iniciativas, proponía el archivo del en ese entonces artículo 61 –el mismo que ha sido promulgado como artículo 70-,  y dijo:

Respecto del artículo 61, sobre rebaja de penas, considero que es inconveniente, debido a que hace relativamente poco tiempo fue reformado el Código Penal, el cual incrementó las penas para este tipo de delitos. Pretender, en este momento, rebajarlas es contradecirnos nosotros mismos. Nos encontramos, también, con los argumentos expresados en las Comisiones Primeras Conjuntas de Senado y Cámara, en donde vemos cómo con este artículo se viola el principio erga omnes y el fin resocializador de la pena; argumentos que son acogidos en la presente ponencia.

(…)

La justificación del autor hace un llamado a que el ejercicio de las facultades constitucionales del Congreso de la República disponga en este examen de una rebaja de penas simplemente porque es una función que le es propia, fundamentada en una realidad de un momento histórico. Tesis confusa y falsa esta. No es procedimental confundir ingredientes de elementos subjetivos del tipo penal con el normativo. De lo que se trata es de tipicidades autónomas sujetas a reglas establecidas para el concurso de hechos punibles, cuya actuación debe ser conforme a la hermenéutica jurídica y a la sustancialidad del orden legal, más aun cuando la competencia proviene de la propia ley como asignación.

Por su parte, quienes defendían tal disposición, la justificaron con los siguientes argumentos:

Nada se opone a que el Congreso de la República en ejercicio de sus facultades constitucionales disponga una rebaja de penas, función que le es propia y que corresponde a una decisión de carácter político que tiene su fundamento en la ponderación de las situaciones y realidades que en un momento histórico se presenten en la sociedad, teniendo en cuenta que es el Órgano encargado de señalar las bases de la política criminal del Estado. Ponderación, y en ese orden, reflexión y recelo, que conduce a excluir de la rebaja de pena a quienes se encuentren condenados por delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, lesa humanidad y narcotráfico.

(…)

La realidad social del país y los objetivos que se buscan con esta disposición, que son, entre otros, otorgar una mayor protección a la dignidad de las personas privadas de la libertad -artículo 1° de la Carta Política-, aliviar el problema de sobrepoblación que se presenta en los establecimientos de reclusión que funcionan en el país, así como también facilitar la búsqueda de la reparación, reconciliación y convivencia pacífica al permitir una más rápida reincorporación del condenado a la sociedad y a su medio familiar, ubica la presente iniciativa dentro de una política criminal y penitenciaria razonada. Razonabilidad que aconseja predicar una rebaja de una décima parte, mas no de una quinta parte.

En el presente caso no se trata de un indulto ni de una amnistía, porque no es ejercicio del derecho de gracia -la Corte en la Sentencia C-260 de 1993, manifestó que "el fundamento del indulto es el ejercicio del derecho de gracia"-, sino que se trata de un beneficio preciso y determinado, que no es permanente y que aliviará la condición de todos los condenados -a excepción de los que considere el Legislador que no deben acceder a él- y de las personas que dependen de ellos, otorgándoles una nueva oportunidad de rehacer su proyecto de vida, lo que contribuirá en el logro de la paz social.

Así pues, ante la realidad social por la que atraviesa el país y la necesidad de tomar medidas de carácter integral y que no sean excluyentes, se hace necesario presentar propuestas legislativas para rebajar la pena como la que se propone en el artículo 61; disminución que además se encuentra conforme con los principios de proporcionalidad y razonabilidad. De otra parte, la idea de la rebaja de pena se adapta a la materia del proyecto de ley de la referencia, toda vez que para poder acceder a la disminución punitiva es necesario, entre otros requisitos, que se hubiese reparado a la víctima del delito
. (Negrillas de la Sala).
De la lectura de los documentos pertinentes, se evidencia que el tema no fue fácil y a pesar de las múltiples y variadas posiciones presentadas en torno de la inclusión de esos dos artículos referentes a la rebaja generalizada de penas y el otorgamiento de estatus político a los miembros de las autodefensas
, finalmente fueron aprobados en la sesión plenaria del lunes veinte (20) de junio de dos mil cinco, tal como consta en la Gaceta del Congreso No. 522, del doce (12) de agosto siguiente. No obstante lo anterior, por haberse presentado algunas diferencias entre los proyectos votados en Senado y Cámara, de conformidad con la reglamentación pertinente, fue necesario nombrar una Comisión de Conciliación, que sobre el tema que aquí nos interesa rindió informe en estos términos:

Los artículos 71 y 72, corresponden a Rebaja de Penas y Sedición, respectivamente, cuyos textos fueron aprobados en virtud del recurso de apelación surtido ante la honorable Comisión Segunda de Senado y la honorable Comisión Tercera de la Cámara de Representantes. Frente al artículo 71 denominado "Rebaja de Penas", el honorable Representante Luis Fernando Almario Rojas presentó una proposición aditiva que no fue acogida por esta Comisión Accidental de Conciliación, motivo por el cual dejó la siguiente constancia: "Por el derecho a la igualdad, dejo constancia en el acta de conciliación, que no estoy de acuerdo con las excepciones para la rebaja de penas. La ley debe ser general".

De lo anterior, colige la Sala, y en ese sentido cambiará a partir de este momento su anterior postura sobre el tema, que la rebaja de penas que el legislador introdujo en la Ley 975 de 2005 -artículo 70- (mejor conocido como “Jubileo”, que como su nombre lo indica posee una connotación religiosa que en sí misma se debe entender referida a toda la población carcelaria y no a una parte de ella), no hace referencia exclusivamente a los delitos cometidos por los integrantes de las organizaciones al margen de la ley, sino que por el contrario, fue su voluntad que se extendiera a los condenados existentes en ese momento en el país, excepción hecha de los delitos sexuales, los de lesa humanidad y narcotráfico.

Tal conclusión tiene fundamento, además, en una razón lógica y en un argumento a favor del principio de igualdad, a saber:

1.-  Razón lógica: No tiene sentido, que si en verdad la filosofía del estatuto es amparar única y exclusivamente las conductas afines a los grupos al margen de la ley, se exceptúe en forma expresa el delito sexual, el narcotráfico y los de lesa humanidad, pues por definición, esos comportamientos ya se entienden excluidos de aquellos ilícitos propios de los grupos alzados en armas. En otras palabras, es ilógica la exclusión que se hace y da pie a pensar, contrario sensu, que si se hizo esa excepción, es porque en realidad la intención del legislador no era tener en consideración sólo las conductas atinentes a los grupos sediciosos, sino toda la gama de ilícitos en los cuales existiera sentencia de condena. 

2.- Principio de igualdad: Si extraemos mentalmente lo atinente a los delitos afines a los grupos violentos, al igual que los punibles efectuados, tendríamos todo el resto de comportamientos tipificados como delitos, acerca de los cuales no tendría sentido la discriminación en cuanto al descuento de pena; dígase v.gr. un hurto cometido en el interior del grupo guerrillero, que por supuesto no tendría razón para diferenciarse de un hurto cometido por fuera de esa organización, en consecuencia, uno y otro deben tener igual tratamiento punitivo (por supuesto, con el descuento al que aquí se hace referencia)
.

3.2.- El caso concreto

Corresponde ahora, examinar si la situación del señor JHON FREDY LÓPEZ QUINTERO permite la aplicación en su favor de la rebaja de pena establecida por virtud del artículo al que hacemos referencia.

En ese cometido, resalta la Sala que el señor Juez del conocimiento realizó un examen de cada uno de los requisitos contenidos en el inciso segundo del pruricitado artículo 70 de la Ley 975 de 2005. Analizada la decisión y sus fundamentos, salta a la vista que en efecto, no se presentó colaboración con la justicia, así como tampoco, la reparación a las víctimas, requisito este último tal vez el más importante y trascendente para la concesión de la rebaja, de conformidad con la interpretación sistemática de la Ley en mención.

El interno pregona en su escrito haber cometido el delito por necesitad y por tanto, no tener recursos para proceder a tal reparación, no obstante, ese es un requisito insoslayable establecido por el legislador cuya satisfacción se debe verificar antes de otorgar la rebaja de pena establecida. No puede olvidarse que existen unas personas que fueron perjudicadas con los hurtos de las motocicletas, con unos perjuicios debidamente tasados en la sentencia condenatoria y que ellos, también tienen derecho a una compensación por el ilícito del que fueron objeto, aunque en tal providencia únicamente se haya hecho relación concreta a los perjuicios morales en cabeza de uno de los ofendidos.

En consecuencia, al no satisfacerse los requisitos para conceder el descuento de pena pretendido, se hace necesario confirmar el auto interlocutorio apelado.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que fue objeto de impugnación.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                      
         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY  LÓPEZ

Secretario de la Sala
� Cfr. por ejemplo auto del 28-09-2005 Rad. 660013187002  2001 01916 01 M. P. Dr. Vicente Rodríguez Feo, donde se estimó que por ser una codificación especial que busca la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, sus disposiciones eran aplicables a los delitos cometidos por los integrantes de tales agrupaciones y por tanto, no era pertinente su extensión a otro tipo de conductas punibles 


� Gaceta del Congreso No. 289 del 35-05-2005


� Ibídem


� Sobre el particular, el senador Samuel Moreno Rojas advirtió:”Ese es uno, son dos artículos realmente muy, muy peligrosos de los requisitos que allí se establecen y también, Presidente, para desde ahora anunciar nuestro voto negativo tanto al artículo llamado del jubileo, mejor de rebaja de penas y también al artículo de la sedición”; por su parte la senadora Claudia Blum de Barbieri, sostuvo: “En cuanto a los artículos 61 y 64, encuentro que en la Comisión Segunda del Senado se han introducido unas modificaciones que permiten tener unos textos más acertados. En cuanto al artículo 61, porque veo que la rebaja se circunscribe a un valor fijo de la décima parte de la pena, y porque se excluyen algunos delitos de especial gravedad para el país”. El senador Héctor Helí Rojas Jiménez mostró su inconformidad de la siguiente manera: “Entonces, en eso sí yo dejo constancia expresa de mi voto negativo a esos dos artículos, no avanzo más. Diría también, señor Presidente, que yo no he estado de acuerdo con la rebaja de penas por parecerme que eso podría ser otro proyecto, otro tema. De tal manera que no voy a votar el jubileo y como dejé constancia sobre el 64, pues me atengo a ella porque creo que esa apelación fue mal concedida. Entonces, dejo constancia de mi rechazo a estos cuatro artículos y prometo que no voy a intervenir más en la discusión del proyecto”. Parecida fue la posición del senador Jesús Ángel Carrizosa Franco, cuando expresó: “En la discusión en la Comisión Segunda en la apelación al denominado artículo 61 dejé en compañía del Senador Jairo Clopatosfky una constancia y voto negativo a ese artículo del mal llamado del jubileo, lo consideramos improcedente y por supuesto no hace parte de la materia que está tratando este proyecto. Ratificamos o por lo menos yo ratifico la inconveniencia de ese artículo y lo voto negativamente”. 


� Gaceta del Congreso No. 390 del 22-06-2005.


� Una vez realizado el estudio de los antecedentes legislativos de la Ley 975 de 2005 que permitió establecer que la voluntad del legislador se orientó hacia la aplicación general de la rebaja contemplada en su artículo 71, por parte de la Sala de Casación Penal de la Cote Suprema de Justicia, se produjo decisión que con planteamientos similares a los aquí plasmados, avala la conclusión obtenida. Estamos hablando del auto de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 M. P. Dra. Marina Pulido de Barón. 
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